
 

 

Bogotá, D. C., 5 de junio de 2026 
 
Señor 
CRISTÓBAL PADILLA TEJEDA 
Director General 
Agencia Nacional de Contratación Pública Colombia Compra Eficiente 
Ciudad 

Asunto: Comentarios al proyecto de decreto «Por el cual se modifica y adiciona el 
Decreto 1082 de 2015, Único Reglamentario del Sector Administrativo de 
Planeación Nacional». 

Respetado Director Padilla, reciba un cordial saludo. 

De manera atenta, la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales (Asocapitales), en representación 
de las ciudades capitales de departamento del país, y en ejercicio de la facultad de participación 
ciudadana en la expedición de actos administrativos de carácter general prevista en el artículo 
2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015 y en el numeral 8 del artículo 8 de la Ley 1437 de 2011, formula 
las siguientes observaciones técnicas y jurídicas al proyecto de decreto del asunto, en lo relativo a la 
reglamentación de la compra pública sostenible. 

1. RESUMEN EJECUTIVO 

1) El proyecto modifica el Decreto 1082 de 2015 con el propósito de incorporar criterios de 
sostenibilidad ambiental y social en todas las etapas de la contratación pública —planeación, 
estudios previos, evaluación de ofertas y pliegos de condiciones—. Esta orientación responde 
a los compromisos climáticos adquiridos por Colombia mediante el Acuerdo de París (Ley 
1844 de 2017) y la NDC 3.0, así como a las recomendaciones anticorrupción del Grupo de 
Trabajo sobre Cohecho de la OCDE, y se enmarca en los mandatos constitucionales de los 
artículos 79, 80, 334 y 366 de la Constitución Política. 

2) Las ciudades capitales de categorías 4, 5 y 6 —conforme a la Ley 617 de 2000— enfrentarán 
dificultades materiales para cumplir las nuevas obligaciones derivadas del Análisis del Ciclo 
de Vida (ACV), metodología técnica de alta complejidad que requiere personal especializado 
y estudios externos cuyo costo impacta los presupuestos locales. El decreto no contempla 
tratamiento diferenciado, fuentes adicionales de financiación ni mecanismos de asistencia 
técnica exigible, en contravía del principio de proporcionalidad y de los precedentes 
constitucionales sobre asimetría de capacidades institucionales. 

3) Se identifican tensiones concretas con el artículo 287 de la Constitución Política: (i) la 
vinculación de la planeación contractual local a "lineamientos sectoriales" de alcance 
indeterminado (artículo 1); (ii) la obligatoriedad universal de incluir criterios ambientales o 
sociales en la evaluación de ofertas sin distinción por categoría territorial o umbral 
contractual (artículo 8, parágrafo); y (iii) el deber de justificar la decisión de no incluir tales 
criterios (artículo 6, parágrafo), que opera como presión regulatoria de facto sobre la 
discrecionalidad del ordenador del gasto territorial. 
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4) El artículo 8o del decreto prevé que Colombia Compra Eficiente «adoptará instrumentos» 
para orientar a las entidades estatales en la aplicación de criterios sostenibles. Dicha 
formulación constituye una mera habilitación discrecional que no genera obligaciones 
vinculantes para el nivel nacional, comprometiendo el principio de complementariedad 
(artículo 288 C.P., artículo 27 LOOT). Adicionalmente, la exposición de motivos del decreto 
acredita consulta con Cámaras de Comercio y Confecámaras, pero no con las entidades 
territoriales ni con la Comisión de Coordinación y Seguimiento de las Relaciones entre la 
Nación, los departamentos y las ciudades capitales (artículo 6 de la Ley 2082 de 2021). 

5) El decreto contiene dos errores formales que generan inseguridad jurídica: (i) duplicidad de 
numeración del «Artículo 5» para dos disposiciones distintas, y (ii) referencia errónea en el 
artículo 13 (vigencia) a una estructura normativa del Decreto 1082 de 2015 que no 
corresponde a las disposiciones efectivamente modificadas. Asocapitales formula diez 
observaciones con propuestas de ajuste que preservan los objetivos de sostenibilidad del 
decreto, corrigen sus deficiencias constitucionales y garantizan su implementación efectiva 
y diferenciada en los 32 municipios capital y distritos especiales del país. 

2. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

El análisis que desarrolla Asocapitales descansa sobre tres pilares normativos y jurisprudenciales que 
configuran el marco de validez constitucional aplicable al proyecto de decreto. Su integración permite 
evaluar la compatibilidad de las medidas propuestas con los principios de autonomía territorial, 
complementariedad y proporcionalidad. 

2.1. Marco constitucional 

Los artículos 1° y 287 de la Constitución Política establecen que Colombia es un Estado unitario, 
descentralizado, con autonomía de sus entidades territoriales. La autonomía territorial comprende 
el derecho a gobernarse por autoridades propias, ejercer las competencias que le correspondan y 
administrar los recursos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. En materia contractual, 
esta autonomía se traduce en la potestad del ordenador del gasto para definir —dentro del marco 
del EGCAP— las condiciones, criterios y modalidades de selección más adecuadas para cada proceso 
de contratación.1 

Los artículos 79, 80 y 334 superiores justifican la intervención del Estado en los procesos económicos 
para preservar el ambiente sano y orientar el desarrollo sostenible. Esta base constitucional respalda 
la legítima intención del decreto de incorporar criterios ambientales y sociales en la contratación 
pública. Sin embargo, dicha intervención debe respetar los límites de la potestad reglamentaria 

 

1Constitución Política de Colombia, Art. 287. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de 
sus intereses, dentro de los límites de la Constitución y la ley. 
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(artículo 189-11 C.P.) y no puede sustituir la voluntad del legislador ni vulnerar el núcleo esencial de 
la autonomía territorial.2 

El artículo 288 de la Constitución dispone que las competencias de los distintos niveles territoriales 
se ejercerán conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, los cuales 
obligan al nivel nacional a actuar de manera complementaria y no sustitutiva respecto de las 
entidades territoriales.3 

2.2. Marco legal 

La Ley 80 de 1993 (EGCAP) y la Ley 1150 de 2007 conforman el Estatuto General de Contratación de 
la Administración Pública, vinculante para todos los niveles de gobierno. El artículo 5° de la Ley 1150 
de 2007 establece los factores para la selección objetiva, facultando —sin imponer— la incorporación 
de criterios de calidad vinculados al objeto del contrato.4 El artículo 6° regula el Registro Único de 
Proponentes (RUP) y define los deberes de reporte de las entidades estatales.5 

La Ley 1454 de 2011 (LOOT), en sus artículos 27 y 28, consagra los principios de subsidiariedad y 
complementariedad como criterios rectores de las relaciones intergubernamentales. Conforme a 
ellos, cuando el nivel superior impone nuevas obligaciones técnicas al nivel inferior, debe 
acompañarlas de instrumentos y recursos que garanticen su cumplimiento efectivo.6 

La Ley 617 de 2000 consagra el régimen de categorización de los distritos y municipios —en 
categorías Especial y 1 a 6, según su población e ingresos corrientes de libre destinación—, 
reconociendo las asimetrías estructurales de capacidad institucional y fiscal entre ellos. A su vez, la 
Ley 2082 de 2021 creó la categoría municipal de «ciudades capitales» y, en su artículo 4, ordenó 
compensar las cargas adicionales que estas soportan, incluidas las derivadas de sus condiciones 
ambientales y de los pactos internacionales que limitan su productividad. La racionalidad de ambos 
regímenes —atender las diferencias reales de capacidad— debe extenderse a las cargas 

 

2Constitución Política de Colombia, Arts. 79, 80 y 334. El Estado garantiza el derecho colectivo al ambiente sano, 
planifica el aprovechamiento de los recursos naturales y puede intervenir en la economía para preservar un 
ambiente sano y garantizar el desarrollo sostenible. 
3Constitución Política de Colombia, Art. 288. Las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales 
serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. Estos principios 
orientan la articulación entre los niveles de gobierno. 
4Ley 1150 de 2007, Art. 5°. Para la selección objetiva, la entidad escogerá el ofrecimiento más favorable de 
acuerdo con los factores técnicos y económicos de escogencia y su ponderación. La norma faculta incluir 
criterios de calidad vinculados al objeto del contrato, pero no los hace universalmente obligatorios. 
5Ley 1150 de 2007, Art. 6°. El RUP contiene información sobre experiencia, capacidad jurídica, financiera y de 
organización del proponente. El artículo 6.2 establece el deber de las entidades estatales de enviar 
mensualmente a la Cámara de Comercio información sobre contratos, sanciones e inhabilidades. 
6Ley 1454 de 2011 (LOOT), Art. 27. En virtud del principio de subsidiariedad, las autoridades de mayor nivel de 
complejidad solo podrán intervenir en asuntos propios del nivel inferior cuando este no pueda ejercerlos 
adecuada y eficientemente. El principio de complementariedad exige que el nivel superior apoye al inferior sin 
sustituirlo. 
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administrativas impuestas en materia contractual.7 La Ley 819 de 2003, artículo 7°, exige que los 
proyectos normativos que impliquen gasto o impacto fiscal acrediten análisis de impacto y 
compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo.8 

En materia de compromisos internacionales, la Ley 1844 de 20179 aprueba el Acuerdo de París, cuyos 
compromisos climáticos vinculantes se reflejan en la NDC 3.0, que incorpora por primera vez acciones 
específicas sobre compras públicas como instrumento de acción climática. La Ley 2294 de 202310 
(PND 2022–2026) refuerza este marco, asignando a la contratación pública un rol estratégico en la 
transición hacia el desarrollo sostenible. 

2.3. Marco Jurisprudencial 

La Sentencia C-535 de 199611 de la Corte Constitucional (M.P.: Alejandro Martínez Caballero) es el 
referente sobre el núcleo esencial de la autonomía territorial: comprende los poderes de acción 
indispensables para satisfacer los propios intereses y la inviolabilidad de la facultad de gobernarse 
por autoridades propias. Toda restricción a la autonomía territorial requiere fundamento 
constitucional o legal expreso y ser proporcionada al fin perseguido.  

La Sentencia C-316 de 202512 (M.P.: José Fernando Reyes Cuartas) establece que las normas que 
impongan cargas deben garantizar la razonabilidad y proporcionalidad de cada medida en concreto. 

 

7Ley 617 de 2000, artículos 2 y 6. Establece la categorización de los departamentos, distritos y municipios 
(categorías Especial y 1 a 6) según su población e ingresos corrientes de libre destinación. Las categorías 4, 5 y 
6 presentan recursos y equipos técnicos significativamente menores que las categorías Especial y 1, lo que 
genera asimetrías estructurales de capacidad institucional y fiscal. A su vez, la Ley 2082 de 2021 creó la 
categoría municipal de «ciudades capitales» y, en su artículo 4, ordenó establecer criterios para compensar las 
cargas adicionales que estas soportan, incluidas las derivadas de sus condiciones ambientales y de pactos 
internacionales. 
8Ley 819 de 2003, Art. 7°. El impacto fiscal de cualquier proyecto normativo que ordene gasto debe ser explícito 
y compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. Por analogía, los decretos reglamentarios que impongan 
cargas operativas significativas a entidades territoriales deberían acompañarse de análisis de impacto fiscal 
diferenciado. 
9Ley 1844 de 2017, aprobatoria del Acuerdo de París adoptado el 12 de diciembre de 2015. Colombia adquirió 
compromisos vinculantes de reducción de emisiones de GEI. La NDC 3.0 incluyó por primera vez acciones 
específicas relacionadas con las compras públicas como instrumento de acción climática. 
10Ley 2294 de 2023, Plan Nacional de Desarrollo 2022–2026. Incorpora lineamientos sobre transición hacia 
modelos de desarrollo sostenible, economía circular y acción climática. Reconoce el papel estratégico de la 
contratación pública como instrumento de política climática. 
11Corte Constitucional. Sentencia C-535/1996. M.P.: Alejandro Martínez Caballero. El núcleo esencial de la 
autonomía territorial comprende los poderes de acción indispensables para satisfacer sus propios intereses. 
Toda restricción a la autonomía requiere fundamento constitucional o legal expreso. 
12Corte Constitucional. Sentencia C-316/2025. M.P.: José Fernando Reyes Cuartas. Las normas nacionales que 
impongan cargas deben contemplar mecanismos proporcionales que atiendan las capacidad institucional y 
fiscal. La igualdad formal ante cargas desiguales viola el principio de proporcionalidad. 
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3. DESARROLLO DE LAS OBSERVACIONES AL ARTICULADO 

El análisis del articulado se estructura en torno a los cuatro criterios jurídicos transversales 
establecidos por Asocapitales para la revisión de regulaciones nacionales con impacto territorial. En 
cada eje se identifican las disposiciones concretas del decreto que generan tensiones, se precisa la 
norma en riesgo y se formulan propuestas de ajuste. Esta integración metodológica permite una 
lectura sistemática y coherente del impacto del decreto sobre la autonomía y la capacidad de gestión 
de las ciudades capitales. 

3.1. Autonomía y Descentralización Territorial  

La autonomía contractual de las entidades territoriales constituye una manifestación concreta del 
principio general de autonomía del artículo 287 constitucional. En ejercicio de dicha autonomía, el 
ordenador del gasto territorial define las condiciones técnicas y económicas de los procesos de 
contratación dentro del marco del EGCAP, sin que le sean imponibles condicionamientos adicionales 
provenientes del ejecutivo nacional mediante decreto reglamentario, salvo que exista habilitante 
legal expreso y la restricción sea proporcionada. 

3.1.1. Artículo 1 — Planeación estratégica y lineamientos sectoriales 

El artículo 1° del decreto vincula la planeación contractual de todas las entidades estatales a 
«lineamientos expedidos por las autoridades sectoriales y órganos de política pública en materia de 
sostenibilidad», sin delimitar cuáles son esas autoridades ni la naturaleza jurídica ni el carácter 
vinculante o indicativo de los lineamientos exigibles. Esta cláusula abierta crea un condicionamiento 
de facto de la autonomía contractual territorial que carece de la precisión exigida por la Corte 
Constitucional para que una restricción a la autonomía sea constitucionalmente válida. 

En la práctica, la ausencia de delimitación expresa puede dar lugar a que las entidades sectoriales 
nacionales expidan lineamientos con pretensión de obligatoriedad sobre los procesos de 
contratación territorial, sin respaldo legal suficiente y sin el filtro de la concertación interinstitucional. 
El decreto debe precisar que tales lineamientos tienen carácter indicativo para las entidades 
territoriales, las cuales ejercen su competencia contractual con plena autonomía dentro del marco 
legal vigente. 

3.1.2. Artículo 8, Parágrafo — Obligatoriedad universal de criterios ambientales y sociales 

El parágrafo del artículo 8° establece que los criterios de calidad para ponderar la oferta «deberán 
incluir criterios ambientales o sociales» en toda licitación y selección abreviada de menor cuantía, sin 
excepción por categoría territorial, tipo de objeto contractual ni umbral de valor. Esta formulación 
imperativa tiene dos problemas constitucionales concurrentes. 

El primero es de orden legal: el artículo 5° de la Ley 1150 de 2007 faculta a las entidades a incorporar 
criterios de calidad vinculados al objeto del contrato, pero no los impone obligatoriamente de manera 
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universal13. El decreto reglamentario no puede ir más allá del habilitante legal, pues ello implicaría 
una extralimitación de la potestad reglamentaria incompatible con el artículo 189-11 de la 
Constitución. El segundo es de orden proporcional: la obligatoriedad universal omite reconocer que 
las entidades de menor categoría carecen de los recursos técnicos para implementar criterios 
sostenibles en todos sus procesos, lo que genera una carga desproporcionada contraria a los 
mandatos de la Corte Constitucional14. 

3.1.3. Artículo 6, Parágrafo — Presión regulatoria inversa sobre la discrecionalidad territorial 

El parágrafo del artículo 6° establece que la entidad estatal «deberá justificar en los documentos del 
proceso la decisión de no incluir criterios o cláusulas ambientales o sociales». Esta lógica regulatoria 
inversa invierte la presunción normal de discrecionalidad técnica del ordenador del gasto: la no 
inclusión pasa a ser la excepción que requiere justificación, mientras que la inclusión se convierte en 
la regla presunta. Opera, en la práctica, como presión regulatoria de facto que erosiona la 
discrecionalidad técnica que el EGCAP asigna al ordenador del gasto territorial. 

Para corregir esta tensión sin sacrificar el objetivo de sostenibilidad, la obligación de justificación debe 
condicionarse a que el análisis del sector y el Análisis del Ciclo de Vida (ACV)identifiquen la pertinencia 
técnica y económica de incluir criterios sostenibles, siendo esa la única circunstancia en la que la 
decisión de no incluirlos requiere motivación expresa. 

3.2. Principios de Concurrencia, Subsidiariedad y Complementariedad 

En materia de contratación estatal, todos los niveles de gobierno están vinculados al EGCAP, por lo 
que la regulación nacional tiene aplicación directa sobre las entidades territoriales, lo que no invierte 
per se el principio de subsidiariedad. Sin embargo, el principio de complementariedad exige que, 
cuando el nivel superior impone nuevas obligaciones técnicas al nivel inferior, las acompañe de 
instrumentos y recursos que garanticen su cumplimiento efectivo. 

El decreto no contempla ningún mecanismo de asistencia técnica garantizada para las entidades 
territoriales. El artículo 8° señala que Colombia Compra Eficiente «adoptará instrumentos dirigidos a 
orientar a las Entidades Estatales», formulación que constituye una mera habilitación discrecional sin 
efecto vinculante para el nivel nacional. En este sentido se debe precisar que la complementariedad 
formal, sin asistencia técnica efectiva y exigible, no satisface las exigencias del principio de 
coordinación interinstitucional. 

 

13 Ley 1150 de 2007, artículo 5o. De la selección objetiva: […] En consecuencia, los factores de escogencia y 
calificación que establezcan las entidades en los pliegos de condiciones o sus equivalentes tendrán en cuenta 
los siguientes criterios […]. 
14 Corte Constitucional. Sentencia C-937/2010. M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio. Las normas nacionales que 
impongan cargas diferenciales según categoría territorial deben contemplar mecanismos proporcionales que 
atiendan las asimetrías de capacidad institucional y fiscal. La igualdad formal ante cargas desiguales viola el 
principio de proporcionalidad. 
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La exposición de motivos del decreto menciona consulta con Cámaras de Comercio y Confecámaras, 
pero no acredita ningún proceso de participación con las entidades territoriales ni con la Comisión 
de Coordinación y Seguimiento de las Relaciones entre la Nación, los departamentos y las ciudades 
capitales (artículo 6 de la Ley 2082 de 2021). Dado que el decreto afecta directamente las 
competencias contractuales de alcaldes y gobernadores —incluyendo la estructura de sus procesos 
de selección y los documentos del proceso—, esta omisión compromete el principio de coordinación 
del artículo 288 constitucional y el artículo 27 de la LOOT15. 

Para corregir este déficit, el decreto debe incorporar: (i) un artículo específico que establezca la 
obligación exigible de Colombia Compra Eficiente de prestar asistencia técnica directa a las entidades 
territoriales; (ii) metodologías simplificadas del ACV para entidades de menor categoría; y (iii) un 
plazo razonable de implementación gradual que permita el desarrollo de capacidades institucionales. 

3.3. Finanzas Territoriales y Cargas Fiscales 

El decreto genera tres efectos fiscales indirectos de relevancia para las finanzas de los municipios 
capital, cuya magnitud varía inversamente con la categoría de la entidad territorial. 

Primer efecto: costos de implementación del ACV. La aplicación de la metodología de Análisis del 
Ciclo de Vida en la planeación y estructuración contractual incrementará los costos de los procesos. 
Las entidades que no cuenten con personal especializado deberán contratar estudios técnicos 
externos con cargo a sus presupuestos, afectando la disponibilidad de sus ingresos. 

Segundo efecto: elevación del costo de adjudicación. La incorporación de criterios ambientales y 
sociales como factores de evaluación puede elevar el valor final de los contratos adjudicados, dado 
que los proponentes que cumplen con dichos criterios tienden a tener estructuras de costo 
superiores. Este impacto afecta la eficiencia del gasto público territorial sin que el decreto contemple 
mecanismos de compensación presupuestal. 

Tercer efecto: ausencia de estudio de impacto fiscal territorial. El decreto no está acompañado de un 
estudio de impacto fiscal territorial previo que cuantifique las cargas adicionales por categoría de 
entidad. Esta omisión es relevante a la luz del artículo 7° de la Ley 819 de 2003, cuyo principio —la 
explicitación del impacto fiscal de las normas que generan gasto— debe extenderse por analogía a 
los decretos reglamentarios que imponen cargas operativas significativas a las entidades territoriales. 
El impacto es estructuralmente asimétrico: las capitales de categoría Especial y 1 disponen de equipos 
técnicos y presupuestos para absorber las nuevas cargas; las de categorías 4, 5 y 6 carecen de esa 
capacidad. 

 

15 Ley 1454 de 2011, artículo 27 Principios del ejercicio de competencias. 
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3.4. Protección de Competencias Locales y Acumulación de Cargas Administrativas 

Este eje registra el mayor número de hallazgos concretos. El decreto introduce una acumulación de 
nuevas obligaciones documentales y procedimentales que, en conjunto, representan una carga 
administrativa significativa, especialmente para las entidades. 

Las nuevas obligaciones son: (i) aplicación del ACV en estudios previos y análisis de sector; (ii) 
evaluación de la posibilidad de reutilización de recursos propios antes de cada contratación; (iii) 
análisis de alternativas sostenibles con evaluación de capacidad del mercado; (iv) justificación de la 
no inclusión de criterios ambientales en los documentos del proceso; (v) consulta y constancia de 
listas de inhabilitación de cinco bancos multilaterales en cada proceso; y (vi) inclusión obligatoria de 
cláusulas y declaraciones anticorrupción en todos los pliegos. 

Respecto del numeral (v), la verificación de las listas de inhabilitación del Banco Mundial, BID, Banco 
Africano de Desarrollo, Banco Asiático de Desarrollo y BERD impone consultas manuales repetitivas 
a plataformas externas que no están integradas al SECOP ni a las herramientas de Colombia Compra 
Eficiente. Esta carga operativa sin integración sistémica vulnera el principio de eficiencia 
administrativa del artículo 209 constitucional. 

La ausencia de tratamiento diferenciado por categoría territorial es la omisión más significativa del 
decreto. La Ley 617 de 2000 consagra el régimen de categorización de los municipios y distritos, y la 
Ley 2082 de 2021 reconoce y ordena compensar las cargas adicionales que soportan las ciudades 
capitales; su racionalidad común —reconocer las asimetrías reales de capacidad entre entidades 
territoriales— debe extenderse a las cargas administrativas en materia contractual. Las normas 
nacionales con efectos diferenciales deben contemplar mecanismos proporcionales de ajuste, 
conforme a los estándares de las cargas territoriales. 

3.5.  Errores de Técnica Normativa 

Duplicidad del Artículo 5. El decreto contiene dos artículos numerados como «Artículo 5»: el primero 
modifica el artículo 2.2.1.1.1.6.1 «deber de análisis de las entidades estatales» y el segundo modifica 
el artículo 2.2.1.1.1.6.2 «determinación de requisitos habilitantes». Esta duplicidad formal genera 
inseguridad jurídica en la identificación y aplicación de las normas reglamentarias, afectando el 
principio constitucional del debido proceso y de seguridad jurídica (artículo 29 C.P.). 

Error en el artículo de vigencia (Art. 13). El artículo de vigencia señala que el decreto "modifica 
adiciona el Capítulo 3 al Título 14 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015", lo que no 
corresponde a la estructura normativa efectivamente modificada (Capítulo 1, Título 1, Parte 2, Libro 
2). Esta inconsistencia puede inducir a error en la aplicación del decreto y deberá corregirse antes de 
su promulgación para garantizar la seguridad jurídica de los operadores del sistema de compras 
públicas. 

3.6. Cuadro de Observaciones Específicas y Propuestas de Ajuste 

El siguiente cuadro sistematiza las observaciones formuladas por Asocapitales, identifica la norma en 
riesgo y propone el ajuste textual correspondiente para cada disposición del proyecto de decreto: 
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N.° Disposición Problema Identificado Propuesta de Ajuste 

1 Art. 1 — nuevo art. 
2.2.1.1.1.4.5 — 
Planeación 
estratégica del PAA 

La planeación contractual territorial 
queda vinculada a "lineamientos 
expedidos por las autoridades 
sectoriales y órganos de política 
pública" sin precisar cuáles son esas 
autoridades ni el carácter 
vinculante de tales lineamientos. 
Esta cláusula abierta puede operar 
como condicionamiento velado de 
la autonomía contractual 
territorial. 

Añadir: "Los lineamientos a que 
se refiere el presente artículo 
son indicativos para las 
entidades territoriales, las 
cuales ejercerán su 
competencia contractual con 
plena autonomía dentro del 
marco legal vigente, sin 
perjuicio de los compromisos 
climáticos adoptados por cada 
territorio." 

2 Art. 2 — inciso 3.° 
del art. 
2.2.1.1.1.5.4 — 
Caución del 10% de 
la utilidad 
operacional para 
impugnar el RUP 

El parámetro "utilidad operacional" 
puede ser cero o negativo para 
proponentes con pérdidas, 
generando incertidumbre sobre el 
monto exigible. No se especifican 
los estados financieros de 
referencia ni el período de cálculo. 

Añadir: "Cuando la utilidad 
operacional sea cero o 
negativa, la caución se calculará 
sobre el capital de trabajo del 
proponente, aplicando el 
mismo porcentaje. Se utilizarán 
los estados financieros del 
último período fiscal certificado 
y auditado." 

3 Art. 3 — 
modificación art. 
2.2.1.1.1.5.7 — 
Parágrafo: reporte 
de inhabilidades en 
5 días hábiles 

El plazo de 5 días hábiles para 
remitir a la Cámara de Comercio 
información sobre inhabilidades 
derivadas de sentencias 
ejecutoriadas es insuficiente para 
entidades de menor categoría. El 
incumplimiento involuntario 
generaría responsabilidad 
disciplinaria para servidores de 
buena fe. 

Ampliar a quince (15) días 
hábiles para todas las entidades 
territoriales, y a veinte (20) días 
hábiles para las de categorías 4, 
5 y 6 (Ley 617/2000). Texto 
sugerido: "Para las entidades 
territoriales de categorías 4, 5 y 
6, el plazo será de veinte (20) 
días hábiles." 

4 Art. 5 (1.°) — 
modificación art. 
2.2.1.1.1.6.1 — 
Deber de evaluar 
reutilización de 
recursos propios 

La obligación de evaluar si los 
recursos existentes son 
susceptibles de reutilización antes 
de cada proceso es ambigua: no 
define si aplica solo a bienes 
tangibles o también a contratos de 
servicios, ni si impone inventarios 
adicionales a los ya previstos en el 
régimen contable territorial. 

Precisar: "Esta evaluación se 
circunscribe a los bienes 
tangibles relacionados 
directamente con el objeto de 
la contratación y no genera la 
obligación de adelantar 
inventarios adicionales a los ya 
previstos en el régimen 
contable de cada entidad 
territorial." 
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5 Art. 5 duplicado — 
Error de 
numeración formal 
en el decreto 

El decreto contiene dos artículos 
numerados como "Artículo 5": el 
primero modifica el art. 
2.2.1.1.1.6.1 (deber de análisis) y el 
segundo el art. 2.2.1.1.1.6.2 
(requisitos habilitantes). Este error 
formal genera inseguridad jurídica. 

Corregir la numeración: el 
segundo "Art. 5" debe 
renumerarse como "Art. 6", 
renumerando en cascada todos 
los artículos subsiguientes. 
Revisar igualmente la 
referencia del artículo de 
vigencia. 

6 Art. 6 del decreto / 
Parágrafo art. 
2.2.1.1.2.1.1 — 
Obligación de 
justificar la no 
inclusión de 
criterios 
sostenibles 

La obligación de justificar la 
decisión de no incluir criterios 
ambientales o sociales opera como 
presión regulatoria de facto que 
erosiona la discrecionalidad técnica 
del ordenador del gasto territorial, 
al invertir la presunción de 
autonomía. 

Reformular para que la 
obligación de justificación 
aplique únicamente cuando el 
análisis del sector y el ACV 
identifiquen la pertinencia 
técnica y económica de incluir 
criterios sostenibles y la 
entidad opte por no hacerlo. 
Esta condición debe ser 
expresa en el texto del 
parágrafo. 

7 Art. 8 del decreto / 
Parágrafo art. 
2.2.1.1.2.2.2 — 
Criterios 
ambientales y 
sociales 
obligatorios en la 
evaluación de 
ofertas 

El texto establece que los criterios 
de calidad "deberán incluir criterios 
ambientales o sociales" en toda 
licitación, sin excepción para 
entidades de menor categoría ni 
para contratos de bajo impacto 
ambiental. Esta formulación 
imperativa puede exceder el 
habilitante del Art. 5° de la Ley 
1150/2007. 

Cambiar "deberán" por 
"podrán" o establecer umbral: 
"La inclusión de criterios 
ambientales y sociales será 
obligatoria en contratos de 
obra, suministro e interventoría 
cuyo valor supere los 500 
SMMLV. Para contratos de 
menor cuantía o de prestación 
de servicios profesionales, su 
inclusión es potestativa." 

8 Art. 10 — nuevo 
art. 2.2.1.1.2.2.10 
— Verificación 
manual de listas 
multilaterales de 
inhabilitación 

Se obliga a consultar las listas de 
inhabilitación de cinco bancos 
multilaterales en cada proceso. 
Estas listas no están integradas al 
SECOP ni a la plataforma de 
Colombia Compra Eficiente, lo que 
genera consultas manuales 
repetitivas que incrementan la 
carga operativa sin integración 
sistémica. 

Añadir: "La Agencia Nacional de 
Contratación Pública – 
Colombia Compra Eficiente 
habilitará, dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la entrada 
en vigencia del presente 
decreto, un mecanismo 
automático integrado al SECOP 
para la consulta centralizada de 
las listas multilaterales de 
inhabilitación." 

9 Art. 13 — Vigencia: 
referencia errónea 

El artículo de vigencia señala que el 
decreto modifica el "Capítulo 3 al 

Corregir el artículo de vigencia 
para reflejar con exactitud los 
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a la estructura del 
Decreto 
1082/2015 

Título 14 de la Parte 2 del Libro 2", 
lo que no corresponde a la 
estructura normativa 
efectivamente modificada 
(Capítulo 1, Título 1, Parte 2, Libro 
2). Esta inconsistencia genera 
confusión sobre el ámbito de 
aplicación. 

capítulos, secciones y 
subsecciones del Decreto 
1082/2015 efectivamente 
modificados o adicionados, 
identificando cada artículo por 
su ubicación precisa en la 
estructura del decreto único 
reglamentario. 

10 General — 
Ausencia de 
tratamiento 
diferenciado por 
categoría 
territorial 

El decreto no contempla excepción, 
simplificación, gradualidad ni 
asistencia técnica diferenciada para 
las entidades territoriales de 
categorías 4, 5 y 6, pese al régimen 
de categorización de la Ley 
617/2000 y al régimen diferenciado 
de ciudades capitales de la Ley 
2082/2021 y a la jurisprudencia 
constitucional sobre asimetría de 
capacidades institucionales. 

Incorporar artículo específico: 
"Las entidades territoriales de 
categorías 4, 5 y 6 
implementarán gradualmente 
las obligaciones del Análisis del 
Ciclo de Vida. Colombia Compra 
Eficiente desarrollará 
metodologías simplificadas y 
prestará asistencia técnica 
directa dentro de los doce (12) 
meses siguientes a la vigencia 
del decreto." 

4. CONCLUSIONES 

1) El proyecto de decreto es compatible en su orientación general con el mandato 
constitucional de sostenibilidad ambiental y con los compromisos internacionales del Estado 
colombiano en el marco del Acuerdo de París y la NDC 3.0. La incorporación de criterios de 
sostenibilidad en la contratación pública responde a una necesidad legítima y urgente de 
política pública. Sin embargo, la forma como se estructura la obligatoriedad del ACV y de los 
criterios ambientales y sociales en la evaluación de ofertas excede el habilitante del artículo 
5° de la Ley 1150 de 2007 y genera tensiones constitucionales con la autonomía territorial 
que deben ser corregidas antes de la promulgación del decreto, mediante ajustes precisos 
que preserven el espíritu sostenible de la norma. 

2) La ausencia de tratamiento diferenciado por categoría territorial, de mecanismos de 
asistencia técnica exigibles y de un análisis de impacto fiscal previo compromete la 
implementación efectiva del decreto en las ciudades capitales de menor capacidad 
institucional. Estas omisiones son incompatibles con el principio de complementariedad 
(artículo 288 C.P., artículo 27 LOOT), con el régimen de categorización de la Ley 617 de 2000 
y el régimen diferenciado de ciudades capitales de la Ley 2082 de 2021 y con los estándares 
de proporcionalidad fijados por la Corte Constitucional. Sin correctivos específicos, el decreto 
transformará los objetivos de sostenibilidad en cargas administrativas desproporcionadas 
que afectarán la eficiencia y la capacidad de gestión contractual de los gobiernos locales. 

3) Asocapitales insta al Gobierno Nacional a incorporar las propuestas de ajuste formuladas en 
el presente documento antes de la promulgación del decreto, con especial énfasis en: (i) 
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establecer el carácter indicativo —no vinculante— de los lineamientos sectoriales para las 
entidades territoriales (artículo 1°); (ii) modular la obligatoriedad de los criterios ambientales 
y sociales mediante umbrales por valor del contrato y categoría de la entidad (artículo 8°); 
(iii) incluir un régimen de implementación gradual con asistencia técnica exigible para 
entidades de categorías 4, 5 y 6; (iv) corregir los errores formales de los artículos 5 (duplicidad 
de numeración) y 13 (vigencia); y (v) desarrollar, dentro de los seis meses siguientes a la 
vigencia, una plataforma integrada al SECOP para la consulta centralizada de listas 
multilaterales de inhabilitación.  

Asocapitales reitera su voluntad de participar en mesas técnicas de trabajo con el Departamento 
Nacional de Planeación y Colombia Compra Eficiente para articular los ajustes propuestos. 

Cordialmente, 
 
 
 
Andrés Santamaría Garrido 
Director General 
Asocapitales 
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